>  > 
>' j>    . 

5;)» 
»  » 

>  » 
>>.  >> 

'  »  >> 

>  >>  )~> 

>    )^ 

■fi 


V  .  >    ^'    ■  >    s   S 
' J>>       ^^    >    -> 

\^     >:>>v)    > 


>  >  >-. 


t^ 


>  >»> 


'.>  1> 


te  3»  ^  ^>>  » 


^^^ 

^^f 


>   >:5>  >    > 


^1>       T>     > 


DEFECTOS  GRAVES  DE  U 111  HIPOTECARIA 


TESIS 
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Luis  Cruz  Meza 
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me  f.A 


FACULTAD  DE  DERECHO  Y  NOTARIADO 


«K  WC  BXAMKW  rdKLICO  PASA 
HBCIBIK  BL  TfTUU>  DC 


ABOGADO 


•JULIO  DE  1901 


GUATEMALA,  C.  A. 

IMPBRSA   KH    LA   TIPOCMAFÍA   RACIONAL 

Colección  Lufs  Lujan  Muñoz 
OnNtnliSéá  Fnncíscc  W«rroqun 


Junta   Directiva 


DB  LA 


Facultad  (le  Derecho  v  Notariado  del  Centro. 


Propietaríofi: 
Deca^^o Licdo.  Don  Salvador  Escobar. 


Vocal  19  .. 
Vocal  2?  .. 
Vocal  3?  .. 
Vocal  4?  . . 

SlORITAiao 


Joíé  Farfán. 
Vicente  Sáenz. 
Juan  María  Guerra. 
Manuel  Valle. 
JoíiA  Flores  y  Flores. 


Suplentes: 


DmoAKQ Licdo. 

VOCALI? 

Vocal2? 

Vocal39 '      ** 

Vocal4? 

Sbcbetario  .  ■  ** 


Don  Manuel  J.  Foronda. 
*'    J.  Francisco  Azurdia. 
"    Víctor  M.  Estóvez. 
'^    J.  Antonio  Méndez. 
""    J.  Eduardo  Girón. 
^    J.  Daniel  Ramírez. 


TrítNinal 

QCE  PBACnCÓ  EL  EXAMEV  OBNEBAL  PRIVADO: 

Decano Licdo.  Dod  Salvador  Escobar. 

Vocal4?  Pbopietabio       **        **    Vicente  Sáenz. 

*^    Víctor  M.Estévez. 

"        "    Federico  Vielman. 

Secretario  Suplente      "        "    J.  Daniel  Ramírez. 


Nota.— Sdk>  Um  candidatM  aoo  responsables  de  las  doctrioas  consignadas 
tesis.     (Artfculo  286  de  la  Ley  de  Instruccióa  Pública. 


^  lEi66D6i¿do  José  ErDAto  Zelaga 

Süg  qocndo  maestro  g  amiqo 
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DEFECTOS  GRAVES  DE  LA  LEY  HIPOTECARIA 


^»^fc^»^^^^^»^»^^*^^^^^^*'^^»^^^^^^^^^*'^»^^^^^^^^i**i^».^^*i»N^\^i».^%^^,»i^^^^^^^ 


HONORABLE  JUSTA  DIRECTIVA: 

QnmiemaUs  como  todas  las  que  fueron  Colonias  espafiolas, 
aun  después  de  su  emancipación,  siguió  siempre  rigiéndose 
por  las  leyes  de  la  Madre  Patria,  que  tenían  por  base  la 
sabia  legislación  romana. 

Conforme  las  necesidades  lo  exigían,  fueron  diotando 
leyes,  que  junto  con  los  códigos  antiguos  siempre  en  vigor, 
formaron  uu  niaretnagnun  difícil  é  intrincado,  cuyo  estudio 
y  aplicación  eni4>enoso  y  fatigante  para  los  jueces  y  abogados, 
porque  los  alegatos  de  éstos  y  las  sentencias  de  aquéllos, 
indudablemeoie  debieron  reclamar  ím^obo  trabajo. 

En  esa  legislación  las  garantías  del  propietario  y  del 
dnefto  de  cualquier  derecho  real  sobre  un  inmueble,  dejaban 
mucho  que  desear,  y  apenas  se  encontraba  en  ella  un  ligero 
esboio  de  lo  que  hoy  es  la  ley  hipotecaria. 

El  progreso  de  la  sociedad  y  el  ensanche  y  desarrollo  de 
los  negocios  reclamando  junto  con  el  extenso  uso  del  crédito 
movilización  de  todos  los  Talores,  exigió  mejores  garantías 
para  la  propiedad  inmueble  y  mayores  facilidades  para 
movilisar  el  iralor  que  ella  representa  y  por  eso  comenzó  á 
plantearse  el  moderno  sistema  hipotecario,  asentándolo  sobre 
su  base  principal,  que  es  la  publicidad. 

Guatemala  procuraba  entrar  en  el  concierto  de  los 
países  más  civilisados  y  establecer  un  régimen  hipotecario 
de  acuerdo  con  los  adelantos  de  la  época  y  con  lo  que  las 
necesidades  reclamaban,  y  por  eso  comenzó  á  iniciar  esta 
reforma  importantísima.  Corresponde  á  la  Sociedad  Econó- 
mica el  honor  de  haber  dado  los  primeros  pasos  en  ese 
camino,  pues  inició  de  Tartos  modos  el  estudio  de  la  materia, 
hasta  que  en  1871  el  Poder  Ejecutivo  comisionó  al  distinguido 
Jurisconsulto  don  Manuel  Ubico  para  que  formulara  un 
proyecto  de  ley  hipotecaria. 
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El  señor  Ubico,  deseoso  de  cumplir  lo  mejor  su  encargo, 
se  asoció  de  los  señores  Licenciados  don  Ricardo  Casanova  y 
don  Salvador  Falla,  pero  como  para  Guatemala,  era  materia 
nueva  en  la  legislación  y  aun  los  países  más  adelantados, 
apenas  comenzaban  á  discutir  y  á  ensayar  las  disposiciones 
conducentes  á  llenar  el  vacío  que  en  ese  punto  dejaban  las 
leyes  antiguas,  el  señor  Ubico  y  sus  asociados  tomaron  por 
base  de  discusión  la  ley  española  vigente  entonces,  conclu- 
yendo por  adoptarla  con  pequeñas  modificaciones;  y  por  los 
mismos  motivos,  ni  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  ni  el 
Colegio  de  Abogados,  ni  la  Sociedad  Económica,  ni  el 
Jurisconsulto  don  Arcadio  Estrada,  á  quienes  se  pasó  el 
proyecto  para  que  lo  examinaran,  le  hicieron  modificación 
alguna. 

La  comisión  nombrada  el  año  de  1877  para  formar  el 
Código  Civil  y  el  de  Procedimientos,  aunque  en  el  informe 
que  precede  al  Código  Civil,  dice  que  el  tratado  de  hipotecas 
es  nuevo  casi  en  su  totalidad,  comparándolo  con  el  proyecto 
del  Licenciado  Ubicdf  se  vé  que  aun  después  de  la  reforma 
de  dicho  Código  ordenada  por  el  Decreto  número  272,  lo  que 
ha  estado  rigiendo  y  rige,  son  las  disposiciones  de  la  ley 
hipotecaria  española,  cuya  insuficiencia  y  grandes  defectos 
habían  sido  ya  reconocidos  por  los  mismos  Jurisconsultos 
Peninsulares;  pero,  es  todavía  de  notar  que  con  el  conjunto 
de  modificaciones  hechas  y  que  forman  la  legislación  actual 
guatemalteca,  se  encuentra  más  incoherencia  y  omisiones 
que  en  la  propia  ley  española. 


El  examen  crítico  de  la  ley  hipotecaria  marcando  todos 
sus  defectos,  exigiría  una  obra  de  grande  extensión;  pero  no 
es  este  el  objeto  que  me  propongo,  tanto  por  ser  trabajo 
superior  á  mis  aptitudes,  como  porque  la  índole  de  una  tesis 
no  lo  permite:  limitaré  mi  estudio  entonces  á  señalar  con  la 
posible  brevedad  y  sencillez  algunos  de  esos  defectos,  á 
examinar  los  más  importantes  y  á  marcar  los  medios  por  los 
cuales  podrían  subsanarse. 

Nótase  desde  luego  en  la  ley  falta  de  orden:  al  examinar 
sus  disposiciones,  se  vé  que  algunas  son  innecesarias,  otras 
contradictorias,  otras  oscuras  ó  confusas  y  que  también  hay 
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algunas  que  uo  se  conforman  con  lo  exige  la  justicia,  ó  con 
lo  que  demanda  la  equidad;  y  al  terminar  el  estudio,  se 
echan  de  menos  disposiciones  que  son  indispensables  en  el 
sistema  moderno  hipotecario,  y  otras  que  aunque  no  son 
indispensables,  sí  son  muy  convenientes  y  útiles  porque 
conducen  á  garantizar  la  propiedad  inmueble  y  á  facilitar  su 
movilización,  objetos  primordiales  de  ese  sistema. 


El  primer  defecto  por  falta  de  orden  que  en  la  ley  de 
que  me  ocupo  se  encuentra,  y  en  que  también  incurre  la  ley 
hipotecaria  española,  de  la  cual  fué  tomada,  es  el  de  formar 
un  sólo  titulo  del  tratado  de  hipotecas  y  del  tratado  del 
Registro  dw  la  Propiedad  Inmueble,  confundiendo  así  dos 
materias,  que  aún  cuando  tienen  mucha  relaci(>n  por  su 
naturaleza,  son  diferentes  entre  sí  y  deben  por  lo  mismo 
tratarse  cada  una  de  ellas  en  título  separado  para  facilitar  su 
estudio  y  aplicación.  ^ 

El  titulo  relativo  á  la  hipoteca  debe  contener  únicamente 
preceptos  que  apoyen  y  garanticen  dicho  contrato. 

El  título  para  el  Registro  de  la  Propiedad  debe  compren- 
der reglas  y  preceptos  que  enseñen  á  conocer  y  reglamenten 
todo  lo  que  al  mismo  se  reñera. 

Otro  defecto  por  falta  de  orden  en  que  incurre  la  ley,  es 
el  de  dar  disposiciones  agenas,  no  sólo  á  la  ley  hipotecaria, 
sino  al  Código  Civil,  pues  en  lugar  de  ocuparse  de  dar  leyes 
que  se  refieran  únicamente  al  Registro  de  la  Propiedad,  es 
decir,  preceptos  que  expresen,  lo  que  debe  inscribirse  en 
el  mismo,  cómo  deben  hacerse  las  inscripciones,  cuando 
deberá  pedirse  y  ordenarse  la  cancelación  de  inscripciones, 
etc.,  involucra  disposiciones  que  pertenecen  á  leyes  admi- 
nistrativas, ó  bien  á  reglas  del  reglamento  que  todo 
Registro  debe  tener,  así  por  ejemplo,  legisla  sobre  las 
calidades  que  se  requieren  para  obtener  el  nombramiento  de 
Registradores,  sobre  la  responsabilidad  de  los  mismos,  y  aún 
sobre  los  asuntos  del  régimen  interior  de  la  oficina. 

Es  defecto  de  orden  también  en  la  ley,  involucrar  dispo- 
siciones de  pura  sustanciación  como  la  que  establece  la  2? 
parte  del  artícuto  2032  reformado  que  dice:    "De  la  solicitud 
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del  acreedor  se  dará  audiencia  por  dos  días  al  deudor,  si  éste 
no  la, evacuare  dentro  de  ellos  ó  no  estuviere  conforme,  se 
recibirá  el  punto  á  prueba  por  el  término  de  ocho  días,  etc." 

El  Código  en  vez  de  colocar  en  su  título  de  prescripción, 
todo  lo  que  á  la  misma  se  refiera,  aumenta  de  manera  consi- 
derable sus  artículos,  señalando  para  algunos  contratos  y  ma- 
terias los  términos  de  prescripción.  Así  lo  hace  para  la  hi- 
poteca, siendo  más  natural  y  lógico  que  si  se  trata  de  averi- 
guar algo  de  prescripción,  sea  sólo  el  respectivo  título  el  que 
contenga  todas  las  disposiciones  que  el  Código  coloca  en 
diversas  pertes,  haciendo  su  estudio  y  aplicación  en  extremo 
difícil. 

El  método  y  el  orden  con  que  deben  ser  expuestas  las  di- 
ferentes materias  es  una  necesidad  de  las  Legislaciones.  Así, 
tratándose  primero  de  las  cosas  que  son  objeto  del  contrato, 
modo  de  que  éste  se  verifique,  persona  que  puede  verificarlo, 
y  garantía  para  cuando  se  verifique,  se  tiene  un  Cuerpo 
Legal  completo  y  ordenado. 

Es  por  consiguiente,  obra  digna  de  mérito  un  Código  que 
reparte  las  leyes  según  el  lugar  que  les  corresponde  y  que 
se  concreta  á  su  objeto  sin  convertirse  en  una  miselánea  de 
disposiciones  administrativas,  procesivas  y  civiles. 

No  obstante  lo  dicho,  hay  que  reconocer  que  el  Código 
actual  Guatemalteco,  tanto  en  la  materia  de  que  me  ocupo,  co- 
mo en  sus  demás  disposiciones  y  á  pesar  de  sus  defectos,  vino  á 
constituir  un  progreso,  y  á  llenar  una  necesidad  en  el  país, 
pero,  que  hoy  dado  el  avance  de  la  ciencia  jurídica  reclama 
reforma. 

»      * 

Como  ejemplo  de  disposiciones  innecesarias  pueden  ser- 
vir los  artículos  que  dicen:  "Si  se  hipotecare  el  usufructo  ó 
el  edificio  construido  en  suelo  ageno,  se  entenderá  sin  per- 
juicio de  los  derechos  del  propietario  ó  del  dueño  del  suelo." 
"Si  después  de  hipotecada  se  dividiere  una  finca  en  dos  ó  más 
no  se  distribuirá  entro  ellos  el  crédito  hipotecario  sino 
cuando  voluntariamente  lo  acordaren  el  acreedor  y  deudor." 


Incurre  en  grave  contradicción  la  ley  al  señalar  para  la 
prescripción  de  la  hipoteca  un  término  mucho  mayor  que  el 
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que  exige  para  la  prescripción  de  los  bienes  inmuebles.  El 
articnlo  G53  reformado  por  el  125  del  Decreto  272,  declara 
que  los  bienes  inmuebles  prescribirán  por  cinco  años  entre 
presentes  y  diez  entre  ausentes  y  no  hay  razón  alguna  que 
justifique,  el  encontrar  separada  con  términos  desiguales  la 
prescripción  de  la  propiedad  del  inmueble  sobre  <|ue  recae  la 
hipoteca,  de  la  prescripción  de  la  acción  hipotecaria.  No  es 
lógico  que  Sé  pida  para  prescribir  el  derecho  que  nace  de  la 
hipoteca,  que  es  una  consecuencia  del  derecho  de  propiedad 
más  tiempo  del  que  se  exige  para  la  prescripción  de  éste. 

El  artículo  2026  es  en  extremo  defectuoso;  asf  hablando 
de  las  mejoras  resalta  demasiado  ez tenso  porque  la  hipoteca 
DO  debe  comprender  á  todas  las  mejoras  de  una  manera  tan 
general,  por  ejemplo,  es  verdadera  mejora  en  una  finca  el 
aumento  de  terreno  que  por  compra  se  le  baga  y  sin  embar- 
go esta  mejora  no  puede  estar  comprendida  en  la  hipoteca. 
El  artículo  pues  al  decir  que  las  mejoras  se  consideran  hipo- 
tecadas debe  hacer  constar,  que  se  exceptúa  la  de  aumento 
de  terreno  que  no  proceda  de  agregación  natural. 

Ese  mismo  artículo  2026  hace  extensiva  la  hipoteca  á  las 
rentas  no  pereüridas  al  vencerse  la  Migaeián  siendo  esto  noto- 
ria injusticia.  La  hipoteca  de  una  finca  no  abraza  los  los  fru- 
tos civiles  que  conforme  van  produciéndose  ya  no  forman 
parte  del  inmueble  y  pertenecen  al  duefio  que  puede  disponer 
de  ellos  con  entera  libertad.  Cuando  se  vende  una  finca 
el  quo'compra  adquiere  las  rentas  desde  el  día  que  compra 
y  id  vendedor  pertenecen  las  rentas  vencidas  hasta  el 
día  de  la  venta,  esto  es  lo  racional  y  justo.  ¿Cómo 
pues  admitir  que  las  rentas  vencidas  que  son  un  derecho 

Suramente  personal,  deban  considerarse  como  agregaciones 
e  la  hipotecat 

Sin  razón  que  lo  justifique,  también  por  dicho  artículo 
2026  ti  usufructo  sí  se  consolidare  con  la  mera  propiedad  hipo- 
tecada, debe  estar  comprendido  en  la  hipoteca. 

Entre  lo  que  no  es  susceptible  de  hipoteca  no  está  el  usu- 
fructo y  aún  el  artículo  2022  prevée  el  caso  de  si  éste  se  hi- 
potecare, por  lo  tanto  la  ley  resulta  contradictoria  y  es  injus- 
ta porque  siendo  el  usufructo  un  derecho  real  que  subsiste 
independientemente  de  la  propiedad  y  que  puede  tener  car- 
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gas  propias,  en  ningún  caso  debería  perjudicarse  á  estas  por 
favorecer  la  hipoteca  que  pesa  sobre  aquella. 


El  artículo  2097  declara:  "que  el  Registrador  bajo  su  respon- 
sabilidad suspenderá  ó  denegará  la  inscripción  de  los  títulos 
que  en  algún  concepto  sean  legalmente  inadmisibles  en  el 
Registro  y  tomando  anotación  preventiva  si  alguno  de  los 
interesados  lo  pidiere  se  los  devolverá  para  que  puedan  sub- 
sanar  el  vicio  ó  defecto  que  haya  observado  ú  ocurrir  á  usar 
de  su  derecho  ante  el  Juez." 

La  ley  no  fija,  ni  dice,  cuales  sean  faltas  subsanables  lo 
cual  dá  lugar  á  muchas  dudas  y  cuestiones,  que  fácilmente 
pueden  salvarse,  con  sólo  disponer  como  lo  hacen  otros  Códi- 
gos, que  falta  subsanable  es  la  que  afecta  á  la  validez  del  título 
sin  producir  necesariamente  la  nulidad  de  la  obligación  en  él 
constituida  ó  la  de  no  hallarse  anteriormente  inscrito  el 
dominio  ó  derecho  de  que  se  trata,  á  favor  de  la  persona  que 
lo  transñera  ó  grave. 

*     * 

El  artículo  2,101  dice:  "Únicamente  perjudicará  á  tercero 
lo  que  aparezca  inscrito  en  el  Registro.  Por  tercero  se  en- 
tiende para  los  efectos  de  este  Código  el  que  no  ha  intervenido 
en  el  acto  ó  contrato  inscrito." 

La  redacción  de  este  artículo  es  defectuosa. 

En  primer  lugar,  la  definición  sería  exacta,  aplicándola 
únicamente  para  los  efectos  de  la  ley  hipotecaria  y  no  para 
los  efectos  del  Código,  como  lo  distingue  muy  bien  el  proyecto 
del  Licenciado  Líbico,  y  en  segundo  lugar,  el  verbo  intervenir 
que  en  ella  se  usa,  ha  dado  origen  á  muchas  cuestiones,  sobre 
si  personas  que  intervienen  pero,  que  no  toman  parte,  como 
el  Notario  y  testigos,  deberían  ser  ó  no  incluidos  en  la  cate- 
goría de  terceros. 

Mejor  y  más  propio  parece  decir  que  tercero  es  todo 
aquel  que  no  ha  sido  parte  en  el  acto  ó  contrato. 


• 
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£1  artículo  2,027 dice:  '^Cuando  la  ñnca  hipotecada  hubie- 
re pasado  á  tercer  poseedor,  podrá  éste  retener  las  mejoras 
que  á  su  costa  hubiere  hecho  en  ella  y  fueren  separables  sin 
deterioro  de  la  misma  finca;  no  siendo  separables  ó  no  sepa- 
rando las  que  lo  fueren  no  podrá  impedir  la  venta  de  la  Huca 
y  sólo  tendrá  derecho  á  ser  pagado  después  del  acreedor  hi- 
potecana"* 

Esta  dispomción  deja  la  puerta  abierta  para  que  el  deu- 
dor pueda  fácilmente  burlar  á  su  acreedor  traspasando  sus 
bienes  á  un  tercer  poseedor  y  sacar  asf  las  mejoras  que  en  el 
inmueble  hipotecado  hubiere  hecho.  £1  tercer  poseedor  ten- 
drá derecho  á  que  sus  mejoras  y  gastos  le  sean  pagados,  pero 
no  es  justo  ni  conveniente,  que  él  pueda  sacar  las  mejoras, 
porque  habiéndose  colocado  en  lugar  del  deudor,  no  deben 
oorreeponderle  mayores  derechos  de  los  que  este  tenga  res- 
pecto al  acreedor  hipotecario,  que  tiene  constituidos  sus  de- 
rechos con  anterioridad. 


£1  artículo  2,028  en  su  primera  parte  dice:  ^^Que  la  hipo- 
teca constituida  á  favor  de  un  crédito  que  devenga  intereses 
no  asegurará  con  perjuicio  de  tercero,  ademáis  del  capital, 
sino  los  intereses  de  ¡os  ¿los  últimos  años  y  la  parte  vencida  de 
la  anuaUdad  eorriente/* 


La  redacción  de  este  artículo  es  en  extremo  oscura  y 
confusa,  porque  habla  simplemente  de  los  intereses  de  los  dos 
últimos  años,  sin  indicar  desde  cuando  deban  comenzarse  á 
contar.  £1  legislador  quiso  decir,  de  los  dos  últimos  años 
anteriores  á  la  demanda,  y  así  debe  hacerlo  constar  la  ley. 
Tampoco  es  natural  que  sólo  dé  derecho  á  cobrar  los  intere- 
ses de  la  anualidad  corriente.  Después  de  una  demanda  pue- 
den vencerse  varias  anualidades,  las  que  la  ley  tal  como  está 
redactada  no  dá  derecho  á  cobrar,  ella  pues,  debió  decir,  que 
la  hipoteca  responde  con  perjuicio  de  tercero,  de  las  dos  anua- 
lidades anteriores  á  la  demanda  y  de  las  que  corran  después 

de  ésta. 

.   * 


—  14  — 

El  artículo  292  del  Decreto  272  dice:  "Si  la  finca  hipote- 
cada disminuyere  de  valor  por  dolo  ó  culpa  del  dueño  podrá 
el  acreedor  hipotecario,  solicitar  del  Juez  que  recibiendo  jus- 
tificación se  constituya  nueva  y  competente  garantía  y  en 
defecto  de  ésta  que  se  venda  desde  luego  el  inmueble." 

Que  la  disminución  del  valor  deba  necesariamente  ser 
por  dolo  ó  culpa  del  dueño,  es  una  disposición  que  carece  de 
lógica  y  que  es  contra  lo  que  la  justicia  reclama. 

El  acreedor  debe  tener  derecho  á  que  se  le  complete  la 
garantía  que  se  le  dio  al  hacerse  el  contrato,  no  sólo  cuando 
ella  disminuya  por  dolo  ó  culpa  del  dueño,  sino  siempre  que 
por  cualquier  motivo  esta  llegue  á  ser  insuficiente.  Así  lo 
consignan  varios  Códigos,  estableciendo,  no  en  el  título  de 
hipotecas,  sino  en  los  relativos  á  contratos,  que  el  deudor  no 
tiene  derecho  á  gozar  del  plazo,  entre  otros  casos  cuando  se 
hubieren  disminuido  las  seguridades  si  no  dá  otras  que  satis- 
fagan. Esto  es  natural,  si  un  contrato  se  basa  en  una  garan- 
tía y  esta  comienza  á  no  ser  suficiente,  debe  pedirse  el  cum- 
plimiento del  contrato  ó  el  aumento  de  la  garantía. 


*      * 


Los  artículos  2,034  y  2,035  dicen:  *'El  acreedor  podrá 
exigir  ejecutivamente  del  tercer  poseedor  de  los  bienes  hipo- 
tecados el  pago  del  crédito  asegurado  con  los  que  aquel  posea 
y  los  correspondientes  réditos  conforme  á  lo  prescrito  en  este 
Código,  si  al  vencimiento  del  plazo  no  pagare  el  deudor,  des- 
pués de  ser  requerido  judicialmente  ó  por  Escribano.  El 
tercer  poseedor  deberá  verificar  el  pago  ó  abandonar  los 
bienes  hipotecados,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  la 
demanda  del  acreedor." 

"Si  el  tercer  poseedor  no  pagare  ni  desamparare  los 
bienes,  será  responsable  con  los  suyos,  además  de  serlo  con 
los  hipotecados,  de  los  intereses  devengados  desde  el  requeri- 
miento y  de  las  costas  judiciales  á  que  por  su  morosidad 
diere  lugar.  En  el  caso  de  que  el  tercer  poseedor  desampare 
los  bienes  hipotecados,  se  considerarán  éstos  en  poder  del 
deudor,  á  fin  de  que  pueda  dirigirse  contra  el  mismo  el  proce- 
dimiento ejecutivo." 
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Según  fácilmente  se  observa  la  parte  del  artículo  que 
exige  del  tercer  pofleedor  el  pago  ó  el  abandono  de  los  bienes, 
queda  destruida  por  lo  que  dispone  el  artículo  siguiente,  que 
deja  á  disposición  del  tercero,  obedecer  ó  no  obedecer.  La 
ley  en  esto,  resulta  paes  contradictoria  ocasionando  graves 
perjuicios  al  acreedor  hipotecario  á  quien  se  debiera  garanti- 
sar  la  facultad  de  hacer  efectivo  sa  crédito,  sobre  el  inmue- 
ble hipotecado,  cuando  ejercite  su  acción  contra  el  deudor 
por  falta  de  oportuno  pago,  señalando  al  tercer  poseedor  un 
término  breve  dentro  del  cual  dnbe  pagar  la  deuda  so  pena 
de  tenerse  por  abandonado  el  inmueble. 

En  su  primera  parte  dispone  el  articulo  que  el  acreedor 
pueda  exigir  ejecutivamente  del  tercer  poseedor  de  los  bienes 
hipotecados  el  pago  del  crédito,  si  al  vencimiento  del  plazo 
nó  pagare  el  deudor  después  de  ser  requerido  judicialmente 
6  por  Bscríbano. 

ESsto  es  contrario  á  los  principios  de  derecho,  porque  no 
habiendo  motivo,  ni  causa,  para  dar  una  acción  directa  contra 
el  tercer  poseedor,  puesto  que  lo  que  se  trata  es  únicamente 
de  expeditar  el  derecho  que  el  acreedor  tiene  é  ser  pagado 
oon  el  valor  de  la  finca  hipotecada,  la  acción  debe  dirigirla 
siempre  contra  el  deudor  y  la  prevención  al  tercero  no  ser 
más  que  un  breve  incidente  del  juicio  que  contra  aquel  entable. 

Tal  defecto  es  grave,  porque  conforme  á  él  resultaría,  y 
ello  ha  sucedido  en  U  práctica,  que  el  acreedor  pueda  con 
perjuicio  del  deudor,  que  por  asistirle  legítimas  excepciones 
no  paga,  entablar  juicio  directamente  contra  el  tercero. 


Los  artículos  2036  y  2037  disponen  que:  '*Los  créditos 
hipotecarios,  pasarán  al  adquiriente  rematario  con  la  finca 
subastada.  Con  el  precio  de  ella,  se  pagará  al  ejecutante, 
deduciéndose  el  importe  de  los  demás  créditos  hipotecarios 
que  pesen  sobre  el  inmueble,  y  que  el  adquiriente  continuará 
reconociendo  á  favor  de  los  acreedores  inscritos." 

"Si  el  rematario  no  quisiere  continuar  reconociendo 
aquellas  cargas,  por  no  alcanzar  á  cubrirlas  el  precio  del  In- 
mueble, ó  bien  por  cualquier  otro  motivo,  una  vez  deducido 
el  crédito  del   ejecutante,  pedirá  la  citación  personal  de  los 
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acreedores  inscritos,  para  que  se  cubra  á  los  de  plazo  vencido 
y  se  deposite  lo  que  corresponde  á  los  de  plazo  pendiente, 
según  la  prioridad  relativa  de  sus  inscripciones  y  hasta  la 
concurrente  cantidad  del  precio  de  la  finca  rematada,  regu- 
lándose el  pago  de  créditos  conforme  á  lo  prevenido  en  este 
Código." 

Tiene  por  objeto  el  primero  de  los  artículos  transcritos, 
garantizar  el  importe  de  los  créditos  hipotecarios  que  tenga 
una  finca  subastada,  garantía  que  en  cierto  modo,  perjudica 
á  los  mismos  á  quienes  quiere  favorecer,  puesto  que  un  pri- 
mer acreedor  que  demande  por  su  crédito,  no  encontrará 
postores  para  la  finca,  toda  vez,  que  el  adquiriente  debe  res- 
ponder por  los  demás  créditos  que  sobre  la  misma  pesen; 
pero,  á  más  de  esto,  el  derecho  que  el  artículo  garantiza,  vie- 
ne á  quedar  completamente  nulificado  por  el  artículo  siguien- 
te, que  dispone  sobre  lo  que  deba  hacerse,  si  el  rematarlo  no 
quisiere  continuar  reconociendo  aquellos  créditos. 

La  ley,  pues,  no  da  la  garantía  que  pretende  y  su  refor- 
ma reviste  un  carácter  apremiante,  puesto  que  con  la  que 
examino,  se  pueden  verificar  hechos  como  se  ha  visto  recien- 
temente en  muchos  casos  en  que  favoreciéndose  de  la  ley  que 
deja  abierta  la  puerta  á  la  mala  fe,  han  dejado  burlada  la  ga- 
rantía hipotecaria. 

Un  primer  hipotecario,  se  presenta  demandando  por  su 
crédito,  comenzando  su  ejecución  por  pedir  señalamiento  de 
día  para  el  remate,  y  este  primer  hipotecario  por  sí  ó  por 
medio  de  tercero,  remata  la  finca  por  el  valor  de  su  crédito. 
Después  con  apoyo  de  lo  que  dispone  el  artículo  2037,  no 
queriendo  el  rematarlo,  como  es  natural,  reconocer  los  crédi- 
tos que  pesan  sobre  la  finca  rematada,  deposita  su  importe 
para  que  se  les  pague,  primero  al  ejecutante  y  en  seguida  á 
los  demás  acreedores  hipotecarios,  hasta  la  concurrente  can- 
tidad del  precio  del  remate;  de  este  modo  el  primer  hipoteca- 
rio, deja  burlados  al  segundo  y  al  tercero,  á  pesar  de  la  pro- 
tección que  parece  darles  la  ley  en  el  artículo  2036  citado. 

Este  hecho  ha  sucedido  ya  aún  tratándose  del  caso  en 
que  el  ejecutante  no  sea  acreedor  hipotecario,  supuesto  que 
el  precio  del  remate  podría  no  alcanzar  á  cubrir  á  los  aeree- 
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dores  hipotecarios  y  entonces  también  el  rematario,  puede 
ampararse  en  ese  articulo  contra  ellos. 

Para  obviar  estas  dificultades  y  para  que  la  ley  esté  de 
acuerdo  con  lo  que  la  ciencia  y  legblaciones  más  avanzadas 
aconsejan,  es  necesario  se  consign^e:  que  siempre  que  haya 
de  venderse  judicialmente  un  inmueble  hipotecado,  se  cite  á 
todos  los  acreedores  hipotecarios,  porque  así,  aun  cuando 
todo  acreedor  hipotecario  ó  no,  tiene  expedito  su  derecho 
para  ejecutar  i  su  deudor  y  hacerle  vender  su  bienes,  equita- 
tivo es  darles  á  los  acreedores  hipotecarios  la  posibilidad  de 
defender  sos  respeotívos  derechos,  haciendo  durante  el  re- 
mate subir  el  precio  de  la  finca;  y  por  consiguiente  todo  re- 
mate de  inmuebles  hipotecados  que  se  verificara  sin  esta 
citación,  deberia  ser  nulo. 

Y  esto  va  en  consonancia  con  lo  que  disponen  la  mayor 
parte  da  las  legislaciones  modernas  y  que  consigna  el  artícu- 
lo 563  del  Código  de  Procedimientos  de  Guatemala  que  dice: 
^  Debe  citarse  á  todos  los  que  tienen  interés  directo  en  la  causa: 
no  á  los  que  sólo  lo  tienen  accesorio  ó  secundario,''  prescripción 
legal  que  desgraciadamente  no  ha  podido  amparar  á  los  acree- 
dores hipotecarios  ¡lorque  en  la  mayor  pa;le  de  los  casos  no 
se  ha  tenido  en  cuenta  en  las  resoluciones  judiciales. 


En  el  tratado  de  hipotecas  deben  distinguirse  tres  cosas 
principales:  personas  que  contratan,  cosa  que  sea  objeto  del 
contrato  y  forma  en^que  él  mismo  deba  verificarse. 

La  ley  que  examino,  ha  tratado  ya  de  la  cosa  objeto  del 
contrato  y  de  la  forma  del  mismo;  omitiendo  con  grave  per- 
juicio para  los  negocios,  el  tratar  de  las  personas  que  S09  lo 
principal  en  todo  contrato. 

Por  eso  se  hace  indispensable  y  apremiante,  establecer 
como  lo  han  hecho  legislaciones  de  países  más  adelantados, 
el  Registro  de  Personas  en  el  cual  deben  hacerse  constar  to- 
dos los  hechos  ó  actos  que  modifiquen  la  capacidad  civil  de 
ellas. 

Así  como  en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble,  po- 
demos ir  á  cercioramos  si  sobre  tal  ó  cual  finca  existe  ó  no 
algún  gravamen;  así  podremos  cercioramos  en  el  Registro  de 
Personas,  si  con  tal  ó  cual  individuo  cuya  capacidad  civil  ha 
sido  modificada  podremos  ó  no  contratar. 
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Algo  de  esto  se  hizo  al  dictar  las  reformas  al  Código,  por 
€)\  Decreto  272,  disponiendo  que  en  el  Registro  del  Estado 
Civil,  se  inscribiese  la  tutela  y  su  término,  pero  la  misma 
razón  que  para  inscribir  la  tutela,  existe  también  para  ins- 
cribir el  albaceazgo,  la  declaratoria  de  quiebra  ó  de  concur- 
so, los  poderes  y  la  revocación  de  estos,  etc. 

Y  debe  tenerse  en  cuenta  que  por  el  objeto  que  estas 
inscripciones  persiguen,  se  han  de  hacer  en  ese  Registro  espe- 
cial, que  se  llama  de  Personas,  y  no  en  el  destinado  para 
asentar  las  partidas  de  nacimiento,  de  defunciones,  etc. 

Para  comprender  mejor  la  necesidad  del  Registro  de 
Personas,  veamos  por  ejemplo,  lo  que  sucede  con  el  apodera- 
do; ¿cómo  puede  quien  quiera  contratar  con  un  apoderado, 
saber  si  subsiste  ó  nó  el  poder  cuyo  testimonio  presenta  él 
en  debida  forma? 

Y  si  yá  estuviere  revocado,  fia  obligación  que  se  .contrai- 
ga será  nula  ó  será  válida  respecto  del  contratante  que  igno- 
raba la  revocatoria? 

í>i  se  declara  nula  se  comete  una  verdadera  injusticia, 
contra  quien  por  ignorancia  invencible  debe  estimarse  que 
ha  contratado  de  buena  fe;  y  si  se  declara  válida,  también  se 
comete  una  injusticia  y  se  obliga  á  quien  se  viera  en  la 
necesidad  de  dar  un  poder  á  quedar  indefinidamente  sujeto 
al  apoderado  que,  aun  cuando  no  tenga,  ni  merezca  su  con- 
fianza, ni  sea  ya  tal  apoderado,  pueda  celebrar  actos  ó  con- 
tratos que  al  poderdante  perjudiquen. 

Y  no  se  diga  que  la  dificultad  se  remedia  con  las  publi- 
caciones que  el  poderdante  pudiera  hacer  en  alguno  ó  algu- 
nos periódicos,  porque  no  puede  exigirse  que  todos  hayan 
visto  esas  publicaciones. 

Inconveniente  que  quedará  subsanado  cuando  estableci- 
do el  Registro  de  Personas  deban  inscribirse  allí,  el  otorga- 
miento y  revocatoria  de  poderes,  lo  mismo  que  todas  las 
modificaciones  de  la  capacidad  civil  de  las  personas. 

Indudable  es  por  consiguiente,  la  imperiosa  necesidad 
de  llenar  este  vacío  en  la  Legislación  Guatemalteca  y  que 
esta  reforma  importantísima  cuando  se  lleve  á  cabo  evitará 
muchísimos  conflictos  que  hasta  la  fecha  se  han  suscitado  al 
tratarse  de  la  capacidad  civil  de  las  personas. 
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En  la  práctica  al  celebrar  algunos  contratos  de  hipoteca  y 
prenda,  se  estipula  que  si  el  deudor  no  paga,  al  yencimieuto  del 
plazo  pueda  el  acreedor  quedarse  con  los  bienes  hipotecados 
ó  dados  en  prenda.  La  inmoralidad  de  ese  pacto  es  palpable 
por  que  condena  á  que  muchos  aereedores  se  apropien  ios 
Uaiies  de  sus  deudores  por  la  mitad  ó  menos  de  su  justo  va- 
lor, sin  que  valga  la  nu¿n  que  en  los  demás  contratos  existe, 
de  que  al  celebrarlos  puedan  las  partes  no  admitir  estipula- 
eionea  injustas  y  onerosas,  porque  en  los  préstamos  cuando 
4|ideD  los  solicita  tiene  urgencia  ó  necesidad  apremiante,  ca- 
raoe  de  libertad  para  defenderse  y  se  ve  obligado,  á  aceptar  las 
condiciones  que  le  imponga  el  prestamista  por  más  duras  que 
sean,  por  esto  muy  conveniente  sería  una  ley  que  evitara 
este  pacto,  que  en  logar  de  favorecer  al  necesitado  lo  pone 
á  sserced  de  aquel  que  quiera  abufiar  de  sn  necesidad. 


Como  ya  hemos  dicho,  el  principal  objeto  del  sistema 
hipotecarío  moderno  además  de  la  garantía  á  la  propiedad 
inmueble,  es  la  moviÜMoión  de  la  misma,  lo  que  la  ley  debe 
procurar  conseguir  cada  vea  mejor,  conforme  los  adelantos 
de  la  ciencia  aconsejen. 

Además  del  contrato  hipotecarío  cuyo  beneficio  es  impo- 
sible desconocer,  y  que  subsistirá  siempre,  pues  el  mutuante 
obtiene  con  él  una  verdadera  garantía,  y  ei  propietarío  una 
facilidad  provechosa  de  movilixar  «u  propiedad,  la  cieucia  ha 
combinado  y  legialadones  muy  avansadas  mantienen  el  mé- 
todo de  CÉDULAS  HIPOTECARIAS,  con  el  cual  el  crédito 
terrítorial  se  facilita  y  aumenta  con  provecho  innegable  del 
propietarío. 

Por  medio  de  este  sistema  de  Cédulas  hipotecarías,  que  la 
ley  que  examino  debía  ya  comprender,  el  dueño  de  un  inmue- 
ble sin  quedar  obligado  personalmente  al  pago  de  la  deuda 
puede  constituir  hipoteca  para  responder  á  un  crédito  repre- 
sentado por  cédulas. 

A  estas  Cédulas  se  dá  un  valor  determinado,  se  inscrí- 
ben  en  el  Begistro  de  la  Propiedad  y  están  firmadas  por  el 
Registrador  y  por  el  dueño  del  inmueble.  Además  se  expre- 
sa en  ellas,  los  datos  necesaríos  para  poder  identificar  la  finca 
hipotecada  que  no  puede  ser  más  de  una,  la  cantidad  total 
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que  importa  la  hipoteca  á  que  la  cédula  se  refiere  y  el  nom- 
bre y  apellido  de  la  persona  á  cuyo  favor  se  extiende,  la  cual 
puede  ser  el  mismo  dueño  del  inmueble  hipotecado. 

Si  un  propietario  desea  movilizar  el  valor  de  su  ñnca,  en 
lugar  d(i  buscar  un  sólo  acreedor  que  de  una  vez  le  facilite  lo 
que  necesita,  lo  que  no  siempre  le  es  ni  fácil,  ni  provechoso, 
mejor  es  que  constituya  hipoteca  por  un  crédito  representado 
por  Cédulas,  que  él  negociará  con  facilidad  y  que  le  darán 
mejores  garantías,  reportándole  un  beneficio  más  positivo, 
que  el  crédito  por  hipoteca  común,  fuera  de  que  con  ellas 
puede  hacer  dos  ó  más  operaciones  subsecuentes. 

La  Cédula  hipotecaria  es  una  especie  de  vale  ó  pagaré 
que  fácilmente  puede  traspasarse  por  endoso  de  unas  perso- 
nas á  otras  y  á  las  cuales  la  ley  dá  la  misma  fuerza  y  valor 
probatorio  que  da  al  testimonio  de  escritura  pública. 

La  influencia  en  los  negocios  y  positivos  beneficios  que 
con  las  Cédulas  hipotecarias  se  obtienen  en  los  países  cuyas 
legislaciones  las  comprenden,  son  innegables  y  mayores  se- 
rían indudablemente  para  Guatemala,  que  funda  en  la  agri- 
cultura sus  más  halagüeñas  esperanzas;  puesto  que  el  mejo- 
ramiento y  adelanto  de  ella,  depende  de  la  mayor  ó  menor 
extensión  que  el  crédito  territorial  adquiera. 


Como  el  sistema  moderno  hipotecario,  es  de  suma  tras- 
cendencia para  el  país,  y  como  según  hemos  visto  el  actual, 
no  responde  á  los  benéficos  resultados  que  debiera  dar,  pues 
carece  de  disposiciones  escencialísimas  que  la  ciencia  reco- 
noce y  algunas  de  las  que  contiene,  adolecen  de  graves  erro- 
res, conveniente  sería  sin  duda  reformarla  cuanto  antes, 
aprovechando  el  estudio  y  trabajo  que  sobre  la  materia  ha 
hecho  la  Comisión  encargada  de  revisar  los  Códigos,  con  lo 
cual  no  se  haría  más  que  anticipar  la  vigencia  de  las  disposi- 
ciones que  respecto  á  hipotecas  contendrá  el  Código  Civil, 
con  la  nueva  reforma  que  de  él  ha  dispuesto  hacerse. 


Honorable  Junta  Directiva: 

Me  permito  expresaros  que  si  con  mi  tesis  no  he  conse- 
guido satisfacer  mi  ardiente  deseo,  de  presentaros  un  traba- 
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jo  digno  y  meritorio,  es  porque  se  trata  de  un  ensayo  del  que 
principia  á  hojear  loe  libros  y  no  del  fruto  sazonado  que  es 
producto  de  exteosoe  conocimientos  jurídicos,  que  sólo  pue- 
de ser  obra  de  jurísoonsultoa. 

8ÍD  embanco,  espero  que  en  cambio  de  encontrar  en  mi 
idiperfecto  trabajo,  expresión  correcta  y  brillante  y  solidez 
en  las  ideas,  veáis  al  menos  mi  sincero  afán  y  afición  por  el 
estadio  del  derecho  y  el  deseo  que  me  ha  impulsado  en  mi 
estadio,  hecho  en  cumplimiento  de  an  precepto  legal,  de  ocu- 
parme de  algo  práctico  en  lo  qae  se  refiera  á  la  Legislación 
de  la  República  de  Guatemala,  donde  he  hecho  mis  estudios 
profesionales  y  por  U  que  conservaré  siempre  profundo 
reoonooimiento,  por  haberme  dispensado  la  benévola  acogida 
qae  en  sa  hospitalario  suelo,  encuentran  todos  los  jóvenes 
oontroameríoanos  qae  vienen  á  sus  aulas. 
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